
 
 

HONORABLE ASAMBLEA: 
 

En sesión pública ordinaria celebrada por esta Diputación Permanente, el 

pasado 16 de febrero del presente año, se recibió para su estudio, y 

formulación del dictamen correspondiente, la Minuta Proyecto de Decreto por 

el que se adiciona una fracción XXIX-N al artículo 73 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, procedente de la Cámara de Senadores del 

Honorable Congreso de la Unión.  

 

En tal virtud, previo el análisis y estudio del expediente relativo, quienes 

integramos esta Diputación Permanente, con fundamento en lo dispuesto por 

los artículos 58 fracción XLIV y 62 fracción II de la Constitución Política del 

Estado de Tamaulipas, y por los artículos 56 y 87 de la Ley sobre la 

Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado, nos 

permitimos emitir el siguiente: 
 

D I C T A M E N 
 

I. Competencia Constitucional. 
 

En principio, es necesario precisar que es competencia de este Honorable 

Congreso del Estado, conocer de las reformas y adiciones de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos que pretenden llevarse a efecto, 

acorde al sistema que nuestro derecho constitucional previene y que la propia 

Carta Magna establece en su artículo 135, en el que se precisa que, para que 
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las modificaciones lleguen a ser parte de la Constitución General de la 

República, se requiere que el Congreso de la Unión, por voto de las dos 

terceras partes de los individuos presentes, las acuerden, y que dichas 

reformas sean aprobadas por la mayoría de las Legislaturas de los Estados. 

 

En este sentido, habiéndose efectuado la etapa procedimental previa, con la 

aprobación de las Cámaras que integran el Honorable Congreso de la Unión, 

corresponde a este Honorable Congreso del Estado determinar su posición en 

relación a la reforma constitucional que se plantea, para establecer la facultad 

expresa del Congreso de la Unión para expedir leyes que establezcan la 

concurrencia del Gobierno Federal, de los Gobiernos de los Estados y de los 

Municipios en materia de cooperativas y reservar para el Poder Legislativo todo 

lo relativo a la regulación del sector cooperativo, y para los Congresos Locales, 

la facultad de legislar en materia de fomentos de la actividad cooperativa.  
 

II. Análisis del contenido de la Minuta. 

Es importante para esta Dictaminadora, retomar algunos antecedentes 

históricos comentados por el iniciador y de las dictaminadoras senatoriales y 

de diputados y otros que tuvimos a bien analizar, los cuales tienen que ver con 

la esencia de la iniciativa. 

La Constitución Política de 1857 incluyó: "Artículo 72.- El Congreso tiene 

facultad: .... X. Para establecer las bases generales de la legislación mercantil." 

La expresión "bases generales" no fue una facultad expresa y clara para 

legislar en materia mercantil.  
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El 14 de diciembre de 1883 se reformó la mencionada fracción, en los 

siguientes términos: "Artículo 72...... Fracción X. Para expedir códigos 

obligatorios en toda la República, de minería y comercio, comprendiendo en 

este último las instituciones bancarias". Con este fundamento se expidió el 

Código de Comercio del 20 de abril de 1884 que dedicó su Título Segundo, 

Libro II, a las compañías o sociedades de comercio, pero no incluyó a las 

sociedades cooperativas.  

El 15 de septiembre de 1889 se expidió un nuevo Código de Comercio que a la 

letra disponía expresamente: "ARTÍCULO 4° TRANSITORIO. Quedan 

derogados dicho Código de Comercio del 20 de abril de 1884 y las leyes 

mercantiles preexistentes, y relativas a las materias que en este Código se 

tratan". El referido Código de Comercio de 1889, actualmente en vigor, destina 

el Libro Segundo, Título Segundo, a las sociedades de comercio, entre ellas, el 

capítulo VII estuvo dedicado a las sociedades cooperativas.  

En la Constitución de 1917 no se incluyó expresamente la facultad del 

Congreso para legislar en materia de cooperativas o cooperativismo por lo que, 

ante lo que los autores de la iniciativa consideran como una omisión, fue 

necesario fundar la legislación cooperativa en la facultad contenida en el 

artículo 73, fracción X, que establece la facultad: "Para legislar en toda la 

República sobre hidrocarburos, minería, industria cinematográfica, comercio, 

juegos con apuesta y sorteos.....".  

Fue así, con fundamento en el texto Constitucional de 1917, que se expidió la 

Ley General de Sociedades Mercantiles publicada en el Diario Oficial de la 
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Federación el 4 de agosto de 1934. El artículo 4° transitorio de esta Ley derogó 

el Título Segundo del Libro Segundo del Código de Comercio de 1889, 

quedando las sociedades cooperativas comprendidas en las siguientes 

disposiciones:  

"Artículo 1°.- Esta Ley reconoce las siguientes especies de sociedades 

mercantiles:?VI. Sociedad Cooperativa;?".  

"Artículo 212. Las sociedades cooperativas se regirán por su legislación 

especial."  

Los iniciantes exponen una serie de consideraciones que la Comisión 
Dictaminadora estima conveniente reproducir.  

"De lo anterior se concluye que nuestra Carta Magna no otorga facultades al 

Congreso de la Unión para legislar íntegramente en materia de cooperativismo. 

El artículo 25 nada más menciona el nombre de "Cooperativas" como parte 

integral del sector social. El artículo 28 solamente expresa que no constituyen 

monopolios algunos tipos de cooperativas de productores que venden en los 

mercados extranjeros algunos de sus productos. El artículo 123, en su fracción 

XXX, únicamente considera a las cooperativas de construcción de casas 

baratas para los trabajadores.  
 

Ahora bien, de acuerdo con lo establecido en el artículo 124 Constitucional, las 

facultades que no están expresamente conferidas por la Constitución a los 

funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados. Desde luego, 

los funcionarios federales no son simples particulares, sino que actúan en 
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ejercicio de las facultadas que deben estar expresamente otorgadas al poder 

de la unión que representan. Son conceptos inseparables.  
 

En buena lógica jurídica, los conceptos expuestos corresponden a la forma de 

gobierno establecida por los artículos 40 y 41 de nuestra Carta Magna, en el 

sentido de que es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República 

Federal, que ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los 

casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados en lo que toca a 

sus regímenes, en los términos respectivos establecidos por el pacto federal. 

Este sistema constitucional permite sustentar la afirmación de que a falta de 

facultades expresas al Congreso de la Unión sobre una materia determinada, 

queda esta facultad reservada a los Congresos de los Estados.  
 

Tal es el caso de Yucatán. El Congreso local expidió la Ley de Sociedades 

Cooperativas Civiles para el Estado de Yucatán, publicada en el Diario Oficial 

del Gobierno del Estado, de fecha 20 de octubre de 1932, decreto núm. 533. El 

motivo es explicable. La Constitución Política del país no otorga facultades al 

Congreso de la Unión para legislar en materia civil ni en materia de 

cooperativas; consecuentemente, los Congresos de los Estados de la 

República pueden expedir leyes de cooperativas civiles, como sucede en 

Yucatán.  

 

Más recientemente, la asamblea legislativa del Distrito Federal, en su sesión 

ordinaria de fecha 29 de septiembre de 2005, aprobó por consenso la 

denominada ley de fomento cooperativo para el Distrito Federal.  
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Por otra parte, la Constitución Política otorga facultades al Congreso de la 

Unión para legislar en materia de comercio y, por esta razón, la Ley General de 

Sociedades Mercantiles, en sus artículos 1° y 212 incluyó a las cooperativas, 

aunque aclara que se regirán por su legislación especial.  
 

En tal virtud, conviene reconocer que ha habido una desorientación legislativa. 

En efecto: las leyes de cooperativa de 1927, 1933, 1938 y 1994, no se 

fundaron directamente en una facultad del Congreso de la Unión sobre la 

materia, sino a través de la facultad del mismo Órgano Legislativo en materia 

de comercio. Pero tratándose de la segunda ley de cooperativas se puede 

observar lo siguiente: el Poder Ejecutivo Federal, comprendiendo que el 

Congreso de la Unión no esta autorizado para legislar plenamente en toda 

clase de cooperativas, solicitó de éste facultades extraordinarias que le fueron 

otorgadas el 6 de enero de 1933, con objeto de poder expedir la Ley General 

de Sociedades Cooperativas publicada en el Diario Oficial de la Federación el 

12 de mayo de 1933.  
 

Como puede observarse, la legislación cooperativa adolece de la irregularidad 

consistente en la dispersión. Según el Código de Comercio y la Ley General de 

Sociedades Mercantiles, a las cooperativas se les reconoce como sociedades 

mercantiles.  
 

III. Consideraciones de la Dictaminadora. 
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Quienes integramos este órgano dictaminador, coincidimos con los autores de 

la Minuta proyecto de decreto, de que en nuestra Carta Magna se establezca 

una facultad expresa para que el Congreso de la Unión legisle en materia de 

cooperativas, asumiendo que el medio para lograrlo es la reforma constitucional que 

precise las facultades del Congreso de la Unión para legislar en la materia, de 

manera concreta y específica, y con ello resolver con claridad las competencias que 

en esta materia correspondan a la Federación y a las Entidades Federativas.  

 

Se define como cooperativa a una sociedad autónoma formada por personas 

unidas voluntariamente para satisfacer sus comunes necesidades y 

aspiraciones económicas, sociales y culturales, mediante una empresa de 

propiedad compartida gobernada democráticamente. Las cooperativas se 

basan en los valores de ayuda mutua, responsabilidad, democracia, igualdad 

equidad y solidaridad. Sus miembros, emulando la tradición de los fundadores, 

creen y practican los valores éticos de honestidad, transparencia, 

responsabilidad social y compromiso con los demás.  
 

 

Coincidimos, igualmente, que independientemente de la calificación de 

mercantil de las sociedades cooperativas, que ha obedecido a factores 

históricos y que puede modificarse, lo que subsiste como condición económica 

y social es la exigencia de que la normatividad relativa a la constitución, 

funcionamiento y terminación de este tipo de sociedades, tenga aplicación en 

todo el territorio nacional, por razones de seguridad y certeza jurídicas.  
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Por ello, se acoge la propuesta de la iniciativa de la conveniencia de una 

reforma del artículo 73 de nuestra Constitución, para incluir entre las facultades 

del Congreso de la Unión la de legislar en materia de cooperativas, dando 

concreción e identificación plena al derecho cooperativo en el texto 

Constitucional.  
 

El orden de ideas que hemos seguido, nos conduce a la conclusión de que 

exista una sola normatividad, en este caso expedida por el Congreso de la 

Unión, que regule de manera directa e integral el nacimiento, vida y extinción 

de las sociedades cooperativas. Para esto, se modifica la propuesta de reforma 

de la iniciativa para que en lugar de otorgar al Congreso de la Unión facultad 

"para expedir leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, de 

los Gobiernos de los Estados y de los Municipios?", se propone otorgar la 

facultad directa y exclusiva al Congreso de la Unión para legislar en materia de 

constitución, organización, funcionamiento y extinción de las sociedades 

cooperativas, preservando de esta manera la uniformidad de la legislación en 

éstas materias sustantivas y manteniendo el sistema nacional que surgió con la 

Constitución de 1917 y ha evolucionado desde entonces.  

 

En cambio, se considera que la materia del fomento y desarrollo de la actividad 

cooperativa y el cooperativismo sí debe ser materia de concurrencia entre la 

Federación, los Estados y los Municipios, así como el Distrito Federal, 

conforme a las bases que al efecto expida el Congreso de la Unión.  
 

En tal virtud, el diseño de un marco jurídico adecuado para las cooperativas 

debe tener en cuenta que el COOPERATIVISMO es un sistema doctrinario 
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propio para obrar, activa y conjuntamente, de acuerdo con la Declaración de 

Identidad, Principios y Valores Éticos aprobados por la Alianza Cooperativa 

Internacional. Por su parte, el Movimiento Cooperativo es el sector en acción 

para convertir en realidad la doctrina del Cooperativismo en beneficio de sus 

miembros y de servicio a la comunidad. Dentro de estos conceptos actúa y se 

desarrolla el sistema doctrinario integrado por Cooperativas de las diversas 

ramas de la economía nacional: producción, consumo y servicios, organizadas 

en Confederaciones, Federaciones y Uniones que funcionan en toda la 

República, cuya acción social, de carácter sui generis, requiere ser regulada 

eficientemente por una rama autónoma del derecho social: el llamado derecho 

cooperativo.  
 

Bajo este orden de ideas, es imperativo reconocer que en un régimen de 

derecho, la Constitución Política es la fuente suprema de la vida institucional.  

Por lo mismo, para fincar la autonomía del derecho cooperativo, se requiere 

que derive, en forma directa, de una facultad expresamente contenida en 

nuestra Carta Magna.  
 

En relación con este aspecto se formulan los siguientes comentarios:  
 

La ley que deriva directamente de una facultad constitucional, es, 

técnicamente, una ley general; en cambio, el ordenamiento que se funda en 

una ley general, es una ley especial. En el caso, la Ley de Cooperativas en 

vigor no deriva directamente de una facultad constitucional; en efecto, como se 

ha dicho, se funda en el artículo 212 de la Ley General de Sociedades 

Mercantiles que a la letra dispone: "LAS SOCIEDADES COOPERATIVAS SE 
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REGIRAN POR SU LEGISLACION ESPECIAL"; es decir, la Ley vigente NO 

ES UNA LEY GENERAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS, sino una LEY 

ESPECIAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS. A mayor abundamiento, tanto 

el Código Civil Federal como el Código Civil del Distrito Federal, en sus 

respectivos artículos marcados con la misma cifra, disponen: "Artículo 2701. 

NO QUEDAN COMPRENDIDAS EN ESTE TITULO LAS SOCIEDADES 

COOPERATIVAS, NI LAS MUTUALISTAS, QUE SE REGIRAN POR LAS 

RESPECTIVAS LEYES ESPECIALES".  
 

 

En virtud de los expuesto y fundado, de conformidad con el procedimiento 

previsto en el artículo 135 de la Constitución General de la República, quienes 

integramos esta Diputación Permanente nos permitimos emitir nuestra opinión 

favorable a la Minuta Proyecto de Decreto que adiciona la fracción XXIX-N al 

artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para 

otorgar la facultad al Congreso  para expedir leyes que establezcan la 

concurrencia del Gobierno Federal, de los Gobiernos de los Estados y de los 

Municipios en materia de cooperativas y reservar para el Poder Legislativo todo 

lo relativo a la regulación del sector cooperativo, y para los Congresos Locales, 

la facultad de legislar en materia de fomentos de la actividad cooperativa y en 

consecuencia, sometemos a la soberanía de este Honorable Pleno Legislativo 

la aprobación del siguiente. 
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P U N T O  D E  A C U E R D O 
 

ARTICULO PRIMERO. Se aprueba en sus términos la Minuta Proyecto de 

Decreto por el que se adiciona una fracción XXIX-N al artículo 73  de la  

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, enviada a esta 

representación popular por la Cámara de Senadores del Honorable Congreso 

de la Unión, conforme al texto siguiente: 

“ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona una fracción XXIX-N al artículo 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como 
sigue:  

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:  

I a XXIX-M. ...  

XXIX-N. Para expedir leyes en materia de constitución, organización, 
funcionamiento y extinción de las sociedades cooperativas. Estas leyes 
establecerán las bases para la concurrencia en materia de fomento y desarrollo 
sustentable de la actividad cooperativa de la Federación, Estados y Municipios, 
así como del Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias.  

XXX. ...  

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación.  

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales en lo que se opongan 
al contenido del presente Decreto.” 

ARTÍCULO SEGUNDO. Para los efectos del artículo 135 de la propia Carta 

Magna, hágase del conocimiento del Congreso de la Unión, por conducto de 
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los Ciudadanos Secretarios de la Cámara de Diputados, para los efectos 

constitucionales correspondientes. Asimismo, con base en lo dispuesto por el 

artículo 88 párrafo 6 de la Ley Sobre Organización y Funcionamiento Internos 

del Congreso del Estado, comuníquese a las Legislaturas de los Estados. 

ARTÍCULO TERCERO. En observancia a lo establecido por el artículo 88 

párrafo 3 de la Ley Sobre Organización y Funcionamiento Internos del 

Congreso del Estado de Tamaulipas, envíese el presente Punto de Acuerdo al 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para su publicación en el Periódico Oficial 

del Estado.  

 

T R A N S I T O R I O 

Artículo Único. El presente Punto de Acuerdo inicia su vigencia a partir de su 

expedición.  
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Dado en la Sala de Comisiones del Congreso del Estado, a  los veintidós días 

del mes de febrero del año dos mil siete. 

 

 

DIPUTACION PERMANENTE 
 

Presidente 
 
 
 

Dip. José Gudiño Cardiel. 
 
 

Secretario 
 
 
 

Dip. Arturo Sarrelangue Martínez. 
 

Secretario 
 
 
 

Dip. Benjamín López Rivera.  
 

 

 
 
 

 

 

 

 
Hoja de firmas del Dictamen recaído a la  Minuta Proyecto de Decreto por el que se adiciona una 
fracción XXIX-N al artículo 73  de la  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 


